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Además, la Corte no puede pronunciarse porque en la documentación aportada 
por el país requirente no hay ningún dato que permita identificar la comisión de 
esa conducta.

Aún más cuando el Tribunal Supremo de Justicia en Sala de Casación Penal, al emitir 
pronunciamiento sobre la procedencia de la extradición activa del ciudadano Carlos 
Ramón Escobar García determinó que se encuentra prescrita la acción penal respecto a 
este delito y por tanto la extradición no procedería respecto al mismo.

7.12.	Bajo ese entendido, deberá la Corte emitir concepto mixto, esto es favorable 
por las conductas de extorsión y tráfico de armas y desfavorable por el delito de 
resistencia a la autoridad.

(...)
V. EL CONCEPTO

La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, CONCEPTÚA 
FAVORABLEMENTE a la extradición de Carlos Ramón Escobar García de anotaciones 
conocidas en el curso del proceso, por las conductas de extorsión y tráfico de armas, 
por hechos ocurridos el 17 de febrero de 2017, relacionados por el Tribunal Segundo de 
Control Estatal del Circuito Judicial Penal del Estado Aragua, en la orden de aprehensión 
que emitió el 12 de mayo de 2017; y CONCEPTO DESFAVORABLE por el punible de 
resistencia a la autoridad, conforme se indicó en el acápite respectivo

11.	 Sobre los condicionamientos
11.1.	De acuerdo con el artículo 494 de la Ley 906 de 2004, el Gobierno nacional 

deberá exigirle al Estado requirente que el solicitado no vaya a ser juzgado por 
un hecho anterior y diverso del que motiva la extradición, ni sometido a pena 
de muerte, tortura, desaparición forzada, tratos o penas inhumanas, crueles o 
degradantes, destierro, prisión perpetua o confiscación.

11.2.	También, se deberá condicionar la extradición a que el tiempo que el solicitado 
ha permanecido en detención con ocasión del presente trámite se tenga como 
parte de la pena impuesta en el país requirente. (...)”.

7.	 Que en atención al concepto mixto emitido por la Sala de Casación Penal de la 
Honorable Corte Suprema de Justicia, y teniendo en cuenta que de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 501 de la Ley 906 de 2004, el Gobierno nacional está 
en libertad de obrar según las conveniencias nacionales, razón por la cual con-
cederá la extradición del ciudadano venezolano Carlos Ramón Escobar García, 
identificado con la cédula de identidad número 20588829, requerido por el Juez 
del Circuito Judicial Penal del Estado de Aragua en Funciones del Segundo de 
control Estadal de la República Bolivariana de Venezuela, conforme a la orden 
de aprehensión número 058-17 del 12 de mayo de 2017, por los delitos de Extor-
sión y tráfico de armas. Así mismo, el Gobierno nacional negará la extradición 
por el delito de resistencia a la autoridad, teniendo en cuenta que la Sala de Ca-
sación Penal de la Corte Suprema de Justicia emitió concepto desfavorable por 
dicho delito.

8.	 Que el ciudadano venezolano Carlos Ramón Escobar García no se encuentra 
requerido por autoridad judicial colombiana y su captura obedece únicamente a 
los fines del trámite de extradición.

9.	 Que el Gobierno nacional en atención a lo dispuesto en el artículo XI del “Acuer-
do sobre extradición” firmado el 18 de julio de 1911, advertirá al Estado requi-
rente que el ciudadano venezolano Carlos Ramón Escobar García, no podrá ser 
juzgado ni sancionado sino por los hechos que motivan la solicitud de extradi-
ción, ni tampoco podrá ser entregado a otro Estado, con las salvedades que la 
misma norma contempla, ni sometido a desaparición forzada, torturas, tratos o 
penas crueles, inhumanas o degradantes, como tampoco a la sanción de destierro, 
cadena perpetua o confiscación, de acuerdo con lo establecido en el artículo 494 
de la Ley 906 de 2004, como lo señaló la Corte Suprema de Justicia en el con-
cepto emitido para el presente caso.

10.	 Que al ciudadano requerido le asiste el derecho de que se le reconozca en el 
Estado requirente el tiempo que permaneció detenido por cuenta del trámite de 
extradición, y para acreditar esa situación, podrá solicitar la respectiva constan-
cia a la Fiscalía General de la Nación, por ser la entidad competente para esos 
efectos.

Por lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Conceder la extradición del ciudadano venezolano Carlos Ramón Escobar 
García, identificado con la cédula de identidad número 20588829, requerido por el Juez 
del Circuito Judicial Penal del Estado de Aragua en Funciones del Segundo de control 
Estadal de la República Bolivariana de Venezuela, conforme a la orden de aprehensión 
número 058-17 del 12 de mayo de 2017, por los delitos de Extorsión y tráfico de armas.

Artículo 2°. Negar la extradición del ciudadano venezolano Carlos Ramón Escobar 
García por el delito de resistencia a la autoridad, teniendo en cuenta que la Sala de Casación 
Penal de la Corte Suprema de Justicia emitió concepto desfavorable por dicho delito.

Artículo 3°. Ordenar la entrega del ciudadano venezolano Carlos Ramón Escobar 
García al Estado requirente.

Artículo 4°. Advertir al Estado requirente que, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo XI del “Acuerdo sobre extradición” firmado el 18 de julio de 1911, el ciudadano 
extraditado no podrá ser juzgado ni sancionado sino por los hechos que motivan la 
solicitud de extradición, ni tampoco podrá ser entregado a otro Estado, con las salvedades 
que la misma norma contempla, ni sometido a desaparición forzada, torturas, tratos o 
penas crueles, inhumanas o degradantes, como tampoco a la sanción de destierro, cadena 
perpetua o confiscación, de acuerdo con lo establecido en el artículo 494 de la Ley 906 de 
2004, como lo señaló la Corte Suprema de Justicia en el concepto emitido para el presente 
caso.

Artículo 5°. Notificar personalmente la presente decisión al interesado, a su 
representante o apoderado, o a la persona debidamente autorizada por el interesado para 
notificarse, haciéndole saber que contra la misma procede el recurso de reposición, el 
cual podrá interponer por escrito en la diligencia o dentro de los diez (10) días siguientes 
a su notificación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 67 y 76 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

Artículo 6°. Una vez ejecutoriada la presente resolución, enviar copia de la misma, a la 
Dirección de Asuntos Jurídicos Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, y 
a la Fiscal General de la Nación, para lo de sus competencias.

Artículo 7°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su ejecutoria.
Publíquese en el Diario Oficial, notifíquese al ciudadano requerido a su representante 

o apoderado, o a la persona debidamente autorizada por el interesado para notificarse, 
comuníquese al Ministerio de Relaciones Exteriores, a la Fiscalía General de la Nación 
y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 28 de marzo de 2025.
GERMÁN ÁVILA PLAZAS

La Ministra de Justicia y del Derecho,
Ángela María Buitrago Ruiz.

Ministerio de Salud y  
Protección Social

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 00000542 DE 2025

(marzo 31)
por la cual se establecen los criterios para la compra centralizada, distribución y 
suministro de los medicamentos para el tratamiento de enfermedades huérfanas, definidas 
por el Ministerio de Salud y Protección Social y no financiados con recursos de la Unidad 

de Pago por Capitación (UPC) y se dictan otras disposiciones.
El Ministro de Salud y Protección Social, en ejercicio de sus atribuciones legales y 

reglamentarias, en especial las conferidas por el numeral 3 del artículo 173 de la Ley 100 
de 1993, el artículo 90 de la Ley 1438 de 2011 y el Decreto número 822 de 2003, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 5° de la Ley 1751 de 2015, por medio de la cual se regula el derecho 

fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones, dispone que el Estado es responsable 
de respetar, proteger y garantizar el goce efectivo del derecho fundamental a la salud, 
para lo cual deberá, entre otras obligaciones, “adoptar la regulación y las políticas 
indispensables para financiar de manera sostenible los servicios de salud y garantizar 
el flujo de los recursos para atender de manera oportuna y suficiente las necesidades en 
salud de la población”. 

Que unos de los elementos esenciales del derecho fundamental a la salud, según el 
artículo 6°, literal a) de la mencionada ley, es la disponibilidad entendida como la garantía 
que debe brindar el Estado de la existencia de servicios y tecnologías en salud para la 
población en todo el territorio nacional.

Que en desarrollo del principio de eficiencia, consagrado en el literal k) del artículo 6° 
de la precitada Ley “el sistema de salud debe procurar por la mejor utilización social y 
económica de los recursos, servicios y tecnologías disponibles para garantizar el derecho 
a la salud de toda la población”.

Que el artículo 11 de dicha ley incluye, como sujetos de protección especial, a las 
personas que sufren de enfermedades huérfanas.

Que con la expedición de la Ley 1392 de 2010, se reconocen las enfermedades huérfanas 
como “un problema de especial interés en salud dado que por su baja prevalencia en la 
población, pero su elevado costo de atención, requieren dentro del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud (SGSSS) un mecanismo de aseguramiento diferente al utilizado 
para las enfermedades generales, dentro de las que se incluyen las de alto costo, y unos 
procesos de atención altamente especializados y con un gran componente de seguimiento 
administrativo”.

Que el artículo 140 de la Ley 1438 de 2011 define las enfermedades huérfanas como 
“aquellas crónicamente debilitantes, graves, que amenazan la vida y con una prevalencia 
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menor de 1 por cada 5000 personas y, comprenden, las enfermedades raras, las 
ultrahuérfanas y olvidadas.” 

Que mediante la Resolución número 023 de 2023 este Ministerio actualizó el listado 
de enfermedades huérfanas – raras.

Que si los pacientes con enfermedades huérfanas son diagnosticados de manera 
oportuna y se hace un seguimiento y tratamientos adecuados, pueden lograr una aceptable 
calidad de vida y un buen potencial de desarrollo e inclusive prevenir la discapacidad 
asociada a estas patologías.

Que en efecto, si no se dispone de tratamiento curativo, en algunos casos los síntomas 
pueden ser tratados para mejorar la calidad y expectativa de vida y en consecuencia, las 
personas que padecen estas enfermedades constituyen un desafío para la salud pública, en 
cuanto que requieren un abordaje especial y más equitativo por parte del Sistema de Salud, 
para su bienestar integral y mejoramiento de su calidad de vida.

Que mediante la Resolución 946 de 2019, se dictan disposiciones en relación con 
el Registro Nacional de Pacientes con Enfermedades Huérfanas y la notificación de 
enfermedades huérfanas al Sistema de Vigilancia en Salud Pública (Sivigila), realizado 
por las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios (EAPB) y los prestadores de 
servicios de salud de conformidad con el Protocolo de Vigilancia en Salud Pública de 
Enfermedades Huérfanas - Raras del Instituto Nacional de Salud.

Que mediante la Resolución número 740 de 2024, se actualiza el procedimiento de 
acceso, reporte de prescripción, suministro, verificación, control, pago y análisis de la 
información de tecnologías en salud y servicios complementarios no financiadas con 
recursos de la UPC, y se establece el proceso ante la identificación de un afiliado sospechoso 
de enfermedad huérfana que requiera tratamiento farmacológico según criterios médicos.

Que el Ministerio de Salud y Protección Social y la Organización Panamericana de 
la Salud OPS/OMS suscribieron el Acuerdo número 093 de 2010, mediante el cual se 
fijaron las condiciones de participación del país en el Fondo Rotatorio Regional para 
la Adquisición de Productos Estratégicos de Salud Pública OPS/OMS, el cual favorece 
la reducción de los costos de adquisición de los medicamentos para el tratamiento de 
enfermedades huérfanas derivado de la compra a grandes escalas, contribuyendo al 
mejoramiento de las condiciones de aseguramiento de altos estándares de calidad y la 
disponibilidad de dichos productos a los Estados Miembros de la OPS/OMS.

Que en cumplimiento de lo previsto en el artículo 90 de la Ley 1438 de 2011, que 
faculta a las entidades públicas para realizar compras centralizadas de medicamentos, este 
Ministerio considera necesario realizar la compra mediante el Fondo Rotatorio Regional 
para la Adquisición de Productos Estratégicos de Salud Pública de la OPS/OMS, con el 
fin de lograr un uso eficiente de los recursos del Estado al disminuir los precios de los 
medicamentos, a precios inferiores a los vigentes en el mercado colombiano.

Que de acuerdo con los estudios realizados, los medicamentos para el tratamiento de 
enfermedades huérfanas – raras tienen, por ese carácter, precios altos y oferta limitada por 
condiciones de monopolio del mercado

Que el artículo 71 de la Ley 1753 de 2015 señala que “El Ministerio de Salud y 
Protección Social (MSPS) establecerá los mecanismos para adelantar negociaciones 
centralizadas de precios de medicamentos, insumos y dispositivos. Los precios resultantes 
de las negociaciones centralizadas serán obligatorios para los proveedores y compradores 
de medicamentos, insumos y dispositivos de servicios de salud y estos no podrán transarlos 
por encima de aquellos precios. El Gobierno nacional podrá acudir subsidiariamente a la 
compra directa de medicamentos, insumos y dispositivos”.

Que como ya se indicó, las Enfermedades Huérfanas/Raras son un grupo heterogéneo 
de enfermedades de baja prevalencia, la mayoría debilitantes, degenerativas o progresivas, 
con alto nivel de complejidad y con reducción significativa de la esperanza de vida en 
muchos de los afectados. 

Que algunas de estas patologías presentan o pueden presentar un impacto financiero 
sobre el Sistema General de Seguridad Social en Salud, desde el diagnóstico hasta la 
paliación, por lo que es pertinente pensar en alternativas de adquisición de tecnologías en 
salud con el fin de garantizar un acceso oportuno a los pacientes.

Que la Sentencia C-128-20 de la Honorable Corte Constitucional reafirma la protección 
del Derecho fundamental a la Salud para personas con enfermedades huérfanas, resaltando 
la importancia de la universalidad, solidaridad y el deber del Estado de garantizar acceso 
a tratamientos y servicios de salud adecuados. 

Que para efectos de desarrollar la compra centralizada de medicamentos para el 
tratamiento de enfermedades huérfanas a través del Fondo Estratégico de la Organización 
Panamericana de la Salud para suministros de salud pública, se hace necesario establecer los 
criterios para su realización, así como para su distribución, suministro y el seguimiento a los 
pacientes que reciban dichos medicamentos.

En mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Objeto. Establecer los criterios bajo los cuales el Ministerio de Salud y Protección 
Social, a través del Fondo Rotatorio Regional para la Adquisición de Productos Estratégicos 
de Salud Pública OPS/OMS, podrá realizar la compra centralizada de medicamentos, 
cuyas indicaciones sean específicas y únicas para el tratamiento de enfermedades huérfanas 
contempladas en la Resolución número 023 de 2023 o la norma que la modifique o sustituya, 

señalando pautas para su distribución y suministro, así como las reglas para el seguimiento de 
los medicamentos entregados.

Artículo 2°. Ámbito de aplicación. Las disposiciones contenidas en la presente resolución 
aplican a la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud 
- ADRES, a las Entidades Promotoras de Salud (EPS) del Régimen Contributivo o Subsidiado, 
Entidades Adaptadas o quien haga sus veces, y las Instituciones Prestadoras de Servicios de 
Salud (IPS). 

Artículo 3°. Definición de los criterios de selección de medicamentos. El Ministerio de 
Salud y Protección Social, mediante el mecanismo de compra centralizada a través del Fondo 
Rotatorio Regional para la Adquisición de Productos Estratégicos de Salud Pública OPS/
OMS, adquirirá medicamentos no financiados con recursos de la UPC, cuyas indicaciones 
sean específicas y únicas para el tratamiento de enfermedades huérfanas que estén definidas 
como tal en Colombia, según la Resolución 023 de 2023 o la norma que la modifique o 
sustituya. Los medicamentos a ser adquiridos serán determinados conjuntamente por las 
dependencias técnicas responsables de los Viceministerios de Salud Pública y Prestación de 
Servicios y de Protección Social, de acuerdo con las necesidades de atención de los pacientes y 
la disponibilidad de recursos financieros para efectuar la compra.

Parágrafo. La Dirección de Medicamentos y Tecnologías en Salud del Ministerio de Salud 
y Protección Social informará a la ADRES y a la Dirección de Regulación de Beneficios, 
Costos y Tarifas del Aseguramiento en Salud del Ministerio de Salud y Protección Social, 
la fecha de entrada en vigor del suministro de los medicamentos adquiridos con indicación 
específica y única para el tratamiento de una enfermedad huérfana para que se adelanten las 
acciones necesarias de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9°, numeral 9.2, de la 
Resolución número 067 de 2025 o la norma que la modifique o sustituya.

Artículo 4°. Prescripción de medicamentos. Los medicamentos establecidos para la 
compra centralizada, según lo indicado en esta resolución, deberán ser prescritos a través de la 
herramienta tecnológica Mi Prescripción (MIPRES) por el médico tratante, quien dentro de su 
autonomía prescribirá, siguiendo los lineamientos técnicos definidos por el Ministerio de Salud 
y Protección Social con base en la evidencia científica disponible.

Artículo 5°. Recursos para la compra centralizada de medicamentos. La compra 
centralizada de los medicamentos de que trata la presente resolución se hará con cargo a los 
recursos No UPC que se hayan dispuesto a la Administradora de los Recursos del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud (ADRES) o la entidad que haga sus veces.

Artículo 6°. Distribución y entrega de medicamentos. El Ministerio de Salud y Protección 
Social entregará el medicamento nacionalizado al operador logístico que defina la Entidad 
Promotora de Salud – EPS del Régimen Contributivo o Subsidiado, Entidad Adaptada o quien 
haga sus veces, para su recepción y posterior distribución en el territorio nacional a través de 
su red de prestadores, garantizando el suministro del medicamento a sus afiliados, asegurando 
la entrega oportuna y el reporte el ciclo completo en MIPRES (prescripción, direccionamiento, 
suministro y facturación).

Artículo 7°. Prestación de servicios de salud y dispensación del medicamento. Será 
responsabilidad de las Entidades Promotoras de Salud (EPS) del Régimen Contributivo 
o Subsidiado, Entidades Adaptadas o quien haga sus veces, garantizar la oportunidad en el 
diagnóstico, tratamiento, suministro efectivo y seguimiento a la adherencia y el uso adecuado 
de los medicamentos por parte de las personas beneficiarias de los tratamientos que se compren 
de manera centralizada.

Así mismo, deberán garantizar la entrega oportuna y continua del tratamiento, según la 
prescripción del médico tratante, en la institución que definan o a domicilio acorde con la 
condición clínica del paciente, favoreciendo la adherencia y evitando barreras de acceso a los 
mismos.

Artículo 8°. Reporte y seguimiento a pacientes. Las entidades reportantes, según lo definido 
en el protocolo de vigilancia en salud pública de Enfermedades Huérfanas y Raras, deberán 
garantizar la notificación al Sistema de Vigilancia en Salud Pública (Sivigila) y al mecanismo 
de seguimiento a los pacientes que el Ministerio de Salud y Protección Social defina.

Parágrafo 1°. Cuando el profesional de la salud tratante identifique un afiliado con sospecha 
de enfermedad huérfana que requiera tratamiento farmacológico según criterios médicos, 
técnicos y de pertinencia, deberá tener en cuenta lo establecido en el parágrafo 3° del artículo 
17 de la Resolución número 740 de 2024 o la norma que la modifique o sustituya.

Parágrafo 2° La ADRES deberá adelantar los procesos de verificación, monitoreo, auditoría, 
seguimiento y control conforme a sus competencias y según lo establecido en la Resolución 
número 067 de 2025 o la norma que la modifique o sustituya.

Artículo 9°. Inspección, vigilancia y control. La Superintendencia Nacional de Salud y 
las demás autoridades que ejercen funciones de inspección, vigilancia y control, velarán por 
el cumplimiento de las disposiciones establecidas en la presente resolución y adoptarán las 
medidas sancionatorias correspondientes en caso de incumplimiento.

Artículo 10. Vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 31 de marzo de 2025.
El Ministro de Salud y Protección Social,

Guillermo Alfonso Jaramillo Martínez.
(C. F.).


